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                                                                                           Madrid 13 de febrero de 2013
A LA EXCMA. SRA. DEFENSORA DEL PUEBLO
MADRID

URGENTE


D. Vicente Navarro Pérez por STAJ, D. Miguel Borra Izquierdo por CSI-F D. JAVIER HERNANDEZ por CCOO D. CARLOS PANIAGUA  por UGT.

EXPONE


Primero.- Como ya tiene conocimiento, existe una plataforma sindical de la Administración de Justicia formada por las organizaciones CSIF, CCOO, STAJ y UGT , representando a los trabajadores al servicio de la Administración de Justicia de toda España. Estos sindicatos, además, forman parte de la plataforma Justicia para Todos, que recientemente ha mantenido con V.E. una reunión para trasladarle la problemática en torno a la reciente aprobación de la Ley de Tasas.

Segundo.- Queremos agradecer el interés mostrado por la Institución que VE representa en relación con esta concreta cuestión. Prueba de ese interés es la reunión que ha mantenido con el ministro de Justicia ayer día 12 de febrero y fruto de la cual el propio ministro ha anunciado una revisión de la Ley de Tasas para acoger, según sus palabras, las recomendaciones realizadas por VE aunque ha advertido que no se modificará el espíritu de la norma.


Tercero.- Sin perjuicio de lo anterior, querríamos hacerle algunas apreciaciones en relación con esas recomendaciones, pues se han omitido algunas cuestiones que le hemos manifestado en nuestro encuentro con VE y que nos preocupan como organizaciones representativas de funcionarios públicos:


a) La recomendación 4ª consiste, literalmente, en lo siguiente: Por las mismas razones de interés social, y en el contexto de la grave situación económica de nuestro país, que está produciendo una fuerte destrucción de empleo y el empeoramiento general de las condiciones laborales, sería conveniente eximir al orden social del pago de tasas en los recursos de suplicación y casación.

No debe olvidarse que los funcionarios públicos también somos trabajadores y que también en el contexto de grave situación económica que atravesamos se está produciendo una fuerte destrucción de empleo público, en todos los sectores, pero particularmente en la Administración de Justicia, donde muchos puestos de trabajo no están siendo cubiertos o donde sencillamente no se están aprobando ofertas de empleo público desde hace año y medio, a lo que se sumará la fuerte desaparición de puestos de trabajo que supondrá la materialización de la proyectada externalización de algunos servicios como por ejemplo el Registro Civil, que el Ministerio quiere poner en manos de los Registradores de la Propiedad.


Del mismo modo, el empeoramiento de las condiciones laborales también se ha cebado con los funcionarios públicos en general y con los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia en particular, como VE bien sabe: reducciones salariales -van dos, al menos, desde el año 2010, además de las que decretan también algunas CCAA- junto con congelaciones salariales que tristemente se han convertido en lo habitual haciéndonos perder cada vez más poder adquisitivo, incremento de la jornada laboral, disminución y eliminación de numerosos permisos, reducción de las vacaciones, endurecimiento de las condiciones en incapacidades laborales, con pérdida de parte de las retribuciones durante el tiempo que dure la incapacidad, instauración de la movilidad geográfica obligatoria, además del notable incremento del trabajo como consecuencia, precisamente, de la crisis económica.

Sin embargo, en sus recomendaciones no hemos visto ninguna similar a la recomendación 4ª antes descrita, referente al acceso a la Justicia de los funcionarios públicos cuando se trate de la defensa de sus derechos estatutarios y laborales. Téngase en cuenta que para defender esos derechos los funcionarios públicos tenemos que hacerlo ante la jurisdicción contencioso-administrativa, por ser la Administración nuestro empleador y estar nuestra relación laboral sometida al derecho administrativo y no al derecho laboral. Es cierto que para la primera instancia en este tipo de procedimientos contencioso-administrativos la Ley de tasas prevé una exención, pero no así para la segunda instancia u otros recursos procesales, pues la exención está prevista únicamente para “la interposición de recurso contencioso-administrativo por funcionarios públicos en defensa de sus derechos estatutarios,”  mientras que para el orden social, en la primera instancia, no existe tasa, y en los recursos de Suplicación y Casación la Ley establece una exención del 60%, que es precisamente lo que la recomendación 4ª considera que debe suprimirse para dejar el Orden social exento en todas sus instancias.

Es por ello que consideramos que se está produciendo una notable vulneración del principio de igualdad, pues no se nos está tratando del mismo modo, dentro de los empleados públicos a los funcionarios públicos con respecto a los empleados públicos laborales y en general con respecto a los trabajadores sometidos al derecho laboral cuando se trata de solicitar la tutela judicial efectiva sobre una misma defensa de los derechos laborales, de ahí que SOLICITEMOS de VE que envíe nueva recomendación al Ministerio de Justicia para que se eliminen todas las tasas en el procedimiento contencioso-administrativo cuando se trate de empleados públicos en defensa de sus derechos estatutarios, todo ello basado en el principio de igualdad de acceso a la ley de los empleados públicos.

b) Por otra parte, y tal como hemos venido manifestando en las diferentes comunicaciones que hemos mantenido con esa Institución, hemos de volver a resaltar que en materia de postulación procesal tampoco se nos trata a los funcionarios públicos del mismo modo que los trabajadores sometidos al derecho laboral. Mientras que a éstos no se les exige la asistencia de abogado y procurador para defender sus derechos laborales, la Ley de Tasas ha aprovechado para derogar el apartado 3 del artículo 23 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, eliminando con ello la facultad que teníamos los funcionarios públicos de comparecer en juicio sin la asistencia de Letrado y Procurador cuando se tratase de la defensa de nuestros derechos estatutarios o laborales. El trato desigual es evidente. Es más, consideramos que se debería permitir a los funcionarios públicos comparecer representados y defendidos por el sindicato al que esté afiliado. Así lo hemos solicitado en varias ocasiones al propio ministerio de justicia.

Por ello, consideramos también necesario que por parte de esa Institución se recomiende al Ministerio la modificación del mencionado artículo en el sentido aquí indicado.


Cuarto.- Asimismo y sin perjuicio de lo anterior, los sindicatos de Justicia que presentaron en su día escrito de alegaciones y petición de interposición de Recurso de Inconstitucionalidad contra la Ley de Tasas, reiteramos íntegramente lo solicitado en el citado escrito e incidimos en la petición de la presentación del Recurso de Inconstitucionalidad por parte de esa Defensora del Pueblo como garante de la defensa de los derechos de la ciudadanía. Entendemos que las recomendaciones, si bien podrían tener un cierto efecto pues han puesto de manifiesto ante el Ministro de Justicia la vulneración de principios esenciales constitucionalmente protegidos, entre otros el de igualdad de acceso a la Justicia, consideramos no obstante no son suficientes, porque la vulneración permanece por mucho que se suavicen ciertos aspectos de las tasas reduciendo sólo algunas cuantías. No lo decimos sólo nosotros, también lo entiende así la ciudadanía, que ha avalado esta petición con más de 300.000 firmas presentadas ante el Ministerio de Justicia pidiendo la derogación de la Ley de Tasas por su inconstitucionalidad, firmas de las que V.E. tiene conocimiento. La presentación de estas firmas hizo que el propio Ministerio de Justicia a través del Subsecretario nos convocara a reunión que se celebró en días pasados en la que también se reconocieron deficiencias en la citada Ley de Tasas.


Es claro y evidente que la función de la Defensora del Pueblo no va vinculada a los partidos políticos que tienen la facultad de interponer los Recursos que estimen oportunos como representantes políticos que son, pues su actuación está mediatizada por intereses partidistas en la mayoría de las ocasiones; V.E. sí que representa a toda la ciudadanía y es por ello que estamos convencidos de la necesidad de la interposición por su parte del Recurso de inconstitucionalidad para así defender el principio de igualdad de acceso a la Justicia, flagrantemente vulnerado con respecto a los empleados públicos para la defensa de sus derechos laborales ante los juzgados y Tribunales, así como el libre acceso a la Justicia de los ciudadanos. La Justicia debe basarse en el principio de igualdad y tutela judicial efectiva, no en el principio de economía.

En virtud de cuanto antecede


SOLICITO



Que acceda a enviar ampliación de las recomendaciones relativas a la Ley de Tasas, en el sentido de:


1.- Eliminar la tasa por la interposición de recursos de apelación y casación en el orden contencioso-administrativo, cuando se trate de funcionarios públicos en defensa de sus derechos estatutarios.


2.- Que se modifique la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa para permitir que los funcionarios públicos comparezcan por sí mismos cuando se trate de la defensa de sus derechos estatutarios, tal y como se contemplaba en la anterior redacción del artículo 23.3 de dicha ley antes su la derogación por la ley de Tasas,  permitiendo además, que puedan comparecer defendidos y representados por sus representantes sindicales pertenecientes al sindicato a que estén afiliados.

3.- Que sin perjuicio de lo anterior, se proceda por parte de esa Institución a la interposición de Recurso de Inconstitucionalidad contra la Ley de Tasas, por la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva y el derecho de acceso a la Justicia de todos los ciudadanos en condiciones de igualdad y el derecho a una justicia gratuita. 
En espera de sus noticias y seguro de que accederá a estas peticiones, reciba un cordial saludo.

FDO       CSIF                   CCOO                      STAJ                            UGT
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